ACTA n.° 02-2010

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José , a las diez horas y quince  minutos, del diecisiete de febrero del año dos mil diez. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia del  Mag. Òscar Edo. González Camacho, presidente a.í, quien preside; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Lilliam Gómez Mora en representación del Ministerio Público;  la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, jefa de la Defensa Pública; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe del Departamento de Gestión Humana;  el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez  del Tribunal de Casación Penal; el Lic. Allan Fonseca Bolaños, subdirector a.í. del Organismo de Investigación Judicial y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitada: la Licda. Damaris Cruz Obregón de la Defensa Pública.Ausente: el Dr. Víctor Ardón Acosta, juez del Tribunal Superior de Trabajo.
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ASUNTOS

1. Aprobación del acta n.º 01-2010 del veinte de enero del 2010. 

2. Oficio N° 10048-09 de la Secretaría de la Corte, del 22 de octubre de 2009, en donde se transcribe acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión del 27 de julio del  2009, ARTÍCULO XX, que; “dispuso solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que tomando en consideración las observaciones hechas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, indicara a esta Corte la forma en que será modificado el programa denominado: “Macrodiseño del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura”. 

3. Oficio N° 1130-10 del Consejo Superior, del 01 de febrero de 2010, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 03-10 celebrada el 12 de enero del año en curso, ARTÍCULO LV, que dice: “Se acordó:  : Tomar nota del informe y solicitar al Director de la Escuela Judicial y a su Consejo Directivo, informen a este Consejo las razones por las cuales no se continuará en el 2010 con el programa de capacitación a jueces de la materia penal, para cuya elaboración se concedió  permiso a los máster Ligia Cerdas Solano y Max Antonio Escalante Quirós, por orden, Fiscal de la Primera Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José y Juez 3 del Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial del Tercer Circuito Judicial de San José, durante el 2009”, y el oficio N° EJ-DIR-007-10 del 07 de enero del 2010, suscrito al Consejo Superior por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la  Escuela Judicial con  respecto al tema.

4. Asuntos Varios.
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ARTÍCULO I

Aprobación del acta  n.º 01-2010 del veinte de enero del 2010.
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ARTÍCULO II

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general Corte Suprema de Justicia, en oficio n° 10048-09 del 22 de octubre de 2009, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

La Corte Plena en sesión del 27 de julio de 2009, artículo XX; dispuso solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que tomando en consideración las observaciones hechas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, indicara a esta Corte la forma en que será modificado el programa denominado:  “Macrodiseño del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura”.

El acuerdo de referencia fue transcrito con oficio N° 7351-09. Por lo anterior le pido de ser posible a la brevedad, lo solicitado.
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, en oficio n° EJ-DIR-051-2010 del 16 de febrero de 2010, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela, indica lo siguiente:

En atención al oficio 10048-09 del 22 de octubre del 2009, en donde comunica el acuerdo de la Corte Plena, sesión del 27 de julio del 2009, artículo XX; en donde dispuso: “solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que tomando en consideración las observaciones hechas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados que hicieron uso de la palabra, indicara a esta Corte la forma en que será modificado el programa denominado:  “Macrodiseño del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura, me permito someter a consideración del  Consejo Directivo de la Escuela el documento adjunto denominado: “Informe a Cote Plena respecto de las recomendaciones sugeridas al Programa de formación inicial para aspirantes de la judicatura (FIAJ): análisis y seguimiento.”

Informe a Corte Plena respecto de las recomendaciones sugeridas al Programa de formación inicial para aspirantes a la judicatura (FIAJ): análisis y seguimiento

Acta n°. 026 del 27 de julio de 2009 


De conformidad con el análisis realizado a las recomendaciones de las magistradas y magistrados de Corte Plena, el equipo de trabajo del programa FIAJ ha determinado:


En cuanto a la recomendación: 

· “Introducir la ética, pero ya no en un sentido genérico, sino acorde a cada disciplina”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

El abordaje de la ética dentro del programa FIAJ, se realiza desde dos escenarios. 

Un primer espacio, es el que se desarrolla en un taller que analizará las implicaciones éticas de la función judicial, es decir, las actividades tanto jurisdiccionales como administrativas a las que las juezas y los jueces se enfrentarán y la necesidad de dirigir los procesos a través de una gestión por valores, como parte de sus funciones esenciales.

Para el logro de las competencias, habilidades y destrezas que se requieren en esa tarea, se han diseñado diversas actividades didácticas entre las que destacan el análisis de casos y la solución de problemas que han tomando en cuenta diversidad de circunstancias de diferentes disciplinas –laboral, familia, contravencional, tránsito- acorde con las materias que conocerán las personas que aprueben el FIAJ. Lo anterior se puede encontrar reflejado con más detalle, en el diseño del taller “Implicaciones éticas de la función judicial”. 

Un segundo escenario busca incorporar los ejes transversales definidos para el desarrollo integral e integrado del FIAJ: humanismo y conciencia social, calidad, visión democrática, razonamiento crítico y lógico, ética y transparencia y liderazgo,  en cada uno de los módulos y talleres que componen el programa FIAJ. 

De esa forma, los ejercicios y prácticas a realizar en cada uno de los módulos y talleres, siempre verán implicados aspectos teóricos y prácticos de la “dirección por valores”, la cual ha sido asumida como parte del plan estratégico institucional del Poder Judicial (objetivo 14, plan 2007-2011 y documento de formación “Construyamos el cambio” de la Secretaría técnica de ética y valores). 

Consecuentemente, los módulos y talleres atenderán las diferentes disciplinas para las que debe estar formada la persona aspirante a la judicatura una vez aprobado el programa, de modo que puede afirmarse que la ética será asumida en el FIAJ, tanto en sentido genérico como específico, atendiendo la diversidad de disciplinas implicadas en el proceso formativo.

En cuanto a la recomendación: 

· “Debería existir un manual que contenga todas las disposiciones existentes para el trámite de depuración de casillas”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Sobre el Manual de depuración de casillas 


Respecto al tema de un manual de depuración de casillas, la institución no ha propuesto un manual o protocolo de la forma en que esta actividad se ha de llevar a cabo. Ha sido una labor que cada despacho ha asumido de acuerdo a su específica organización interna y a la tramitación de los expedientes implementada. Generalmente esa depuración es llevada a cabo por los despachos cada tres o seis meses.  


En consulta realizada a la licenciada Indira Alfaro Castillo, funcionaria de Control Interno, señala que en el Concurso Buenas Prácticas del año pasado no aparece alguna propuesta similar, por lo menos con ese nombre específico. Tampoco se planteó el tema con ese nombre específico en el Concurso del año 2008, según consulta que se hiciera del Banco de Buenas Prácticas en el ámbito jurisdiccional en la dirección: 

http://www.poder-judicial.go.cr/buenaspracticas/amb_jurisdiccional.htm

Ahora bien, en relación con el FIAJ, un manual o protocolo de depuración de casillas será uno de los proyectos que las personas participantes pueden llevar a cabo en el período de pasantía. En este período se desarrollarán siete modalidades o áreas de proyecto, donde cada una de ellas culmina con la presentación de un informe. Una de esas áreas versa sobre la implementación y seguimiento de propuestas de mejora en la organización y planificación del despacho. Es en éste, donde a las personas aspirantes se les solicitará que propongan un manual o protocolo de depuración de casillas y que se definan todos los aspectos concernientes a esa actividad. 


Por otra parte, uno de los trabajos finales de graduación versa sobre un Manual de Buenas Prácticas en el despacho judicial. Este consiste en una serie de propuestas innovadoras para ser llevadas a cabo en forma exitosa en dichos despachos y que contribuyan a mejorar, significativamente, los problemas prácticos o situaciones insatisfactorias que se encuentren vinculadas a las actividades principales, en este caso relacionado con la tramitación de los procesos judiciales. Este trabajo debe tener una justificación de la situación identificada, en este caso: la no depuración de casillas y proponer el protocolo que dé uniformidad o certeza sobre los pasos por seguir o cuál es la propuesta de mejora en la actividad que eventualmente se realiza.


En cuanto a la recomendación: 

· “Incorporar la normativa consuetudinaria indígena y perspectiva de accesibilidad.”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

1. El Programa FIAJ está estructurado en diferentes módulos, los cuales son elementos fundamentales del diseño curricular. En el macrodiseño se especifican el objetivo general, los elementos de competencia asociados a cada módulo y las habilidades específicas, tanto las referidas a la temática del módulo, como aquellas que cruzan todo el programa (transversales, en donde se ubica, claro está, el tema de accesibilidad), todo esto con el fin de garantizar la formación integral e integrada de las personas participantes.

2. En casi la totalidad de los módulos o talleres por desarrollar  en el Programa, se hace alusión directa a la accesibilidad, en el apartado de los elementos de competencia, que son las acciones, comportamientos y resultados específicos que se espera den respuesta a lo que hay que hacer para lograr cada unidad de competencia.

3. El detalle de cada mención del tema de accesibilidad queda evidenciado en el siguiente cuadro, donde, entre otras cosas, se señala la importancia de tomar en cuenta las necesidades y las características especiales de las distintas poblaciones que requieren el servicio de administración de justicia:

Módulo o taller


Elemento de competencia



Dirección del proceso


· Elaborar planes de acción en conjunto con los integrantes del despacho, de conformidad con los recursos internos, las necesidades y las características de las poblaciones meta, a partir de criterios humanistas, de oportunidad, eficacia y eficiencia.

Función jurisdiccional


· Guiar la actividad procesal preservando los principios de igualdad, transparencia, imparcialidad e independencia.

· Escoger con objetividad la respuesta que, de forma más eficaz, garantice el respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales.



Manejo de audiencias


· Identificar los recursos internos del despacho y las necesidades y características de las poblaciones que interactúan con la administración de justicia de manera consecuente con la normativa y políticas institucionales. Respecto de este elemento de competencia, la habilidad por desarrollar pretende: proponer y ejecutar acciones específicas que validen los lineamientos en cuanto a la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.

· Emplear un lenguaje comprensible y preciso al expresar los criterios que fundamentan la decisión. La habilidad respecto de este elemento plantea: expresarse de manera comprensible, sin el empleo de conceptos innecesarios o discriminatorios. La importancia de esta habilidad radica en el hecho de que la comunicación clara es una forma de garantizar la accesibilidad a las personas usuarias del servicio.



Gestión del talento humano


· Identificar los recursos internos del despacho, así como las necesidades y características de las poblaciones que interactúan con la administración de justicia según la normativa y políticas institucionales.

Organización y planificación del despacho judicial


· Identificar los recursos internos del despacho, así como las necesidades y características de las poblaciones que interactúan con la administración de justicia según la normativa y políticas institucionales. Valga señalar que algunas de las habilidades de este módulo pretenden implementar planes de acción de acuerdo con los recursos asignados y las necesidades de la población meta, todo a partir de criterios humanistas, de oportunidad, eficacia y eficiencia.



Soluciones alternas


· Identificar los recursos internos del despacho y las necesidades y características de las poblaciones que interactúan con la administración de justicia de manera consecuente con la normativa y políticas institucionales.

Toma y emisión de decisiones


· Escoger con objetividad la respuesta que, de forma más eficaz, garantice el respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales. En cuanto a la habilidad de este elemento, se pretende identificar y utilizar principios, criterios normativos y otros que, según el sistema democrático, amparen la dignidad humana y los derechos fundamentales. 

Tutela de los derechos humanos

(actuaciones y decisiones orientadas hacia el ser humano y su dignidad, según los lineamientos del Estado social y democrático de derecho)


· Identificar los recursos internos del despacho, así como las necesidades y características de las poblaciones que interactúan con la administración de justicia según la normativa y políticas institucionales. Respecto de este elemento de competencia, la habilidad por desarrollar pretende: proponer y ejecutar acciones específicas que validen los lineamientos en cuanto a la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.

· Considerar el contexto social de las personas vinculadas con el proceso y las consecuencias de la decisión por emitir. La habilidad aquí plantea reconocer y considerar los intereses, las necesidades y el entorno social de las personas vinculadas con el proceso.

· Escoger con objetividad la respuesta que, de forma más eficaz, garantice el respeto a la dignidad humana y a los derechos fundamentales. En cuanto a la habilidad de este elemento, se pretende identificar y utilizar principios, criterios normativos y otros que, según el sistema democrático, amparen la dignidad humana y los derechos fundamentales.

· Emplear un lenguaje comprensible y preciso al expresar los criterios que fundamentan la decisión. La comunicación clara es una forma de garantizar la accesibilidad a las personas usuarias del servicio.



Cultura de servicio y transparencia
· Considerar el contexto social de las personas vinculadas con el proceso y las consecuencias de la decisión por emitir. La habilidad aquí plantea reconocer y considerar los intereses, las necesidades y el entorno social de las personas vinculadas con el proceso.



Implicaciones éticas de la función jurisdiccional
· Guiar la actividad procesal preservando los principios de igualdad, transparencia, imparcialidad e independencia.



4. Ahora bien, con respecto a la normativa consuetudinaria indígena, valga señalar que si bien no se hace mención expresa de la aplicación de esta temática en los diferentes módulos o talleres, sí se ha tenido la visión de desarrollarla por ser un aspecto esencial del enfoque pedagógico y enfoque curricular del programa. Desde esta perspectiva, y al tener el FIAJ apoyadas sus estrategias de enseñanza-aprendizaje en un enfoque constructivista, el cual busca desarrollar los esquemas mentales a partir del razonamiento, la solución de problemas, el procesamiento de la información y la construcción de nuevos significados, es que consideramos altamente relevante tratar este tema, precisamente, con base en la solución de problemas o en el método de casos.


Valga señalar que ambas estrategias posibilitarán una valoración de la normativa consuetudinaria en todos sus extremos, ya que se le podrán facilitar a la persona participante ciertos recursos que les permitan construir su propio conocimiento y su aplicación a un contexto similar al real.


En la macroprogramación del FIAJ, ha quedado claramente establecido que, por un lado, la solución de problemas en el contexto de aula presenta situaciones que requieren que la persona analice unos hechos y desarrolle razonadamente una estrategia que le permita obtener ciertos datos, procesarlos, interpretarlos y llegar a una conclusión, todo con base en la comprensión del tema o campo al que pertenece la situación del problema. Por otro lado, el método de casos proporciona situaciones de diversa problemática de la vida real para su estudio y análisis, de forma que se entrene a la persona participante en la generación de soluciones. Es en actividades de este tipo donde podrá ser abordado el tema de interés en cuanto a la normativa consuetudinaria. 


En cuanto a la recomendación: 

· “Es de primera importancia, que todo juez tenga alguna formación relevante sobre el derecho Constitucional, ya no solo sobre la parte dogmática de la Constitución, que es la que recoge el tema de los derechos fundamentales, sino en general sobre la parte orgánica”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


La esencia de todo el FIAJ es la necesidad de contribuir, a través de la formación de las futuras juezas y los futuros jueces, en la consolidación de una Justicia democrática, inserta en el sistema constitucional de separación de funciones, basada en la ideología del servicio público y comprometida con la defensa del orden fundamental y los derechos de las y los habitantes de la República.


Es por lo anterior que el FIAJ aborda la perspectiva constitucional en dos formas: por un lado, todos los módulos y talleres llevan transversalizados elementos del sistema constitucional, tales como el principio democrático, la garantía de los derechos fundamentales, la función política, social y económica de la justicia, entre otros. Asimismo, se ha diseñado un módulo específico denominado “Tutela de los derechos fundamentales”, parte del primer bimestre de estudios; dico módulo tiene como objetivo general: Orientar sus actuaciones y decisiones colocando al ser humano y su dignidad como punto medular en correspondencia con los lineamientos del Estado social y democrático de derecho, así como el derecho internacional de los derechos humanos. Dentro de los contenidos de dicho curso están los siguientes: supremacía constitucional, principio de normatividad, interpretación constitucional, separación de funciones, principio democrático, derechos fundamentales (tanto de la parte dogmática de la Constitución como del Derecho Internacional de los Derechos Humanos), Justicia Constitucional.


Sin lugar a dudas, la formación en Derecho Pùblico es básica en la gama de competencias que deben ser desarrolladas a las y los aspirantes a la Judicatura. Pese a que el programa responde a un esquema por competencias, en el que se abandona la tradicional enseñanza de conocimientos a una de conocimientos, habilidades y valores, el uso adecuado y legítimo de las herramientas que impone el orden fundamental es esencial.


En cuanto a la recomendación: 

· “Herramientas para que puedan hacer consultas de constitucionalidad”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena: 

Las consultas de constitucionalidad forman parte de las estrategias de aprendizaje del FIAJ. Están incorporadas en el programa como uno de los trabajos finales de graduación. A continuación se transcribe la forma en que está propuesta esta estrategia en la macroprogramación del FIAJ:

“8.3 Opciones para proyectos finales de graduación y su evaluación

Para el proyecto final de graduación se proponen cinco opciones: una consulta judicial de constitucionalidad, un proyecto de ley, un manual de buenas prácticas, la elaboración de un artículo científico para publicar en una revista jurídica reconocida o una contrapropuesta de sentencia judicial o recurso de casación.

Los detalles de cada una de las opciones se exponen a continuación:

1. Consulta judicial de constitucionalidad

a. Formato de la consulta

Referente al cumplimiento de los requisitos de una consulta de constitucionalidad, según lo que dispone la Ley de la Jurisdicción Constitucional, así como los lineamientos jurisprudenciales elaborados por la Sala Constitucional:  

- Que sea una consulta formulada por un juez o jueza en el ejercicio de sus funciones, en formato de resolución dictada dentro de un proceso específico donde debe plantearse que se trata de un asunto previo, pendiente de resolver en el despacho y que se encuentra sometido a su conocimiento.

- Identificación de la norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar y de la cual se duda de su constitucionalidad. Deben explicarse las razones fácticas y concretas del caso, por las cuales se considera que esa norma debe aplicarse o procede juzgar el acto, conducta u omisión que se señala como inconstitucional. En el caso de una interpretación, debe demostrarse tanto la existencia de la interpretación, como su reiteración (jurisprudencia de los tribunales de justicia). No puede tratarse de simples diferencias de criterio ni de una sentencia jurisdiccional concreta, las cuales están exentas del control constitucional (artículo 10, Constitución Política, 74 y 108 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). 

b. Que posea interés actual

Que no haya existido pronunciamiento de la Sala Constitucional (vía acción o consulta). Debe tomarse en cuenta que la duda de constitucionalidad sea respecto de un acto, conducta u omisión basados en la misma norma, por lo que la posibilidad del quebranto constitucional no sea de la norma en sí, sino su interpretación o aplicación, o puede ser a la inversa, que el pronunciamiento haya sido con respecto al acto, conducta u omisión, pero que no haya existido pronunciamiento respecto de la norma jurídica misma (no se aceptará ningún trabajo final de graduación que incumpla con este requisito).

c. Fundamentación o justificación de la propuesta

Se espera un análisis razonable y ponderado, con la identificación y cita de las normas, principios o valores constitucionales que se consideran infringidos. Debe recordarse que se trata de un asunto de constitucionalidad y no de legalidad ordinaria, como lo sería la incorrecta aplicación de la ley, ni que la duda verse sobre la aplicación de una norma legal al caso concreto”. 


En cuanto a la recomendación: 

· “Debería incluirse en el capítulo de razonamiento y argumentación jurídica el tema de hermenéutica jurídica”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


De acuerdo con lo que se ha venido planteando en este informe, el FIAJ parte de un enfoque por competencias, en el cual se privilegia la enseñanza y entrenamiento de herramientas de trabajo sobre la adquisición de conocimientos teóricos o académicos. De ahí que la hermenéutica, por tratarse de un instrumento para la adecuada aplicación del derecho en un caso concreto, forma parte del pensum del FIAJ, tanto en el módulo de Valoración de la Prueba, como en el de Razonamiento Jurídico y en el Tutela de los Derechos Fundamentales.


Evidentemente, lo que se pretende no es simplemente desarrollar formas de interpretación e integración del ordenamiento, sino entrenar en el uso de mecanismos que permitan resolver el caso con estricto apego a las normas y principios constitucionales, en atención plena del principio democrático y con una visión clara acerca del impacto de la función jurisdiccional en la vida de las personas usuarias de sus servicios, en la comunidad, la economía, etc.


En cuanto a la recomendación: 

· “El que aspira a ser juez debería estar capacitado en ciertos conceptos clave, ciertas categorías dogmáticas del derecho Procesal: diferencia entre jurisdicción y competencia, entre capacidad, legitimación, representación, postulación, objeto del proceso, las medidas cautelares, la pretensión, la tipología de la sentencia”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Ciertamente, se considera por parte de la Escuela Judicial la necesidad de contar con jueces y juezas que dominen la materia de procesal general, resultando inadmisible que existan profesionales en la judicatura que no conozcan las diferencias elementales, tal y como las que se señalan en esta recomendación.

Según se indicó en el Macrodiseño, las universidades no presentan programas en los que las y los aspirantes obtengan un perfil para ejercer la judicatura; no obstante lo anterior, no pretende ser el FIAJ un sustituto o afianzador de las materias que de forma específica brindan las carreras universitarias para el profesional o la profesional en Derecho. Lejos de ello, el enfoque del FIAJ va dirigido a una formación integral de jueces y juezas por competencias, en donde los ejes transversales son: humanismo y conciencia social, calidad, visión democrática, razonamiento crítico y lógico, ética y transparencia, así como liderazgo.  Se consultó a las universidades que imparten la carrera de Derecho de acuerdo con la proveniencia de las personas que sirven en la judicatura actualmente (listado en página 48 y 49 del Macrodiseño), y el 100% indicó que imparten el curso de Teoría General del Proceso, por lo que se considera una necesidad que en la evaluación inicial que se realiza para ingresar a la carrera judicial (examen con tribunal evaluador) se tomen en cuenta esas inquietudes sobre el desconocimiento o no de la materia procesal general; y por el contrario no resulta posible incorporar tal aspecto al FIAJ, por cuanto queda por fuera de los objetivos, competencias, dominios y ejes transversales ya indicados.


En cuanto a la recomendación: 

· “No perder de perspectiva el tema del derecho Sustantivo, incorporar algún elemento de este derecho”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Como se dijo al responder la anterior observación, el FIAJ no debe ser visto como un paliativo a las carencias de la formación universitaria de las personas aspirantes a la Judicatura. Pese a ello, es innegable que al emplearse metodologías destinadas al desarrollo de conocimientos (saber), habilidades (saber hacer) y valores (saber ser) inherentes a toda persona que ejerza un cargo en la Judicatura, se van a tener que emplear ejercicios y prácticas en los que se reforzarán diversos conocimientos propios del derecho sustantivo.


Asimismo, es importante recordar que la Escuela Judicial está desarrollando procesos de especialización en los diferentes ámbitos jurisdiccionales, por lo que muchos aspectos propios del derecho sustantivo.


En cuanto a la recomendación: 

· “Acompañar el programa FIAJ de la promoción de un mejoramiento de la enseñanza superior del país”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

La Escuela Judicial viene liderando desde hace varios meses un acercamiento con los centros educativos públicos y privados que imparten Derecho en el país, en especial en áreas como la Oralidad, la resolución alterna de conflictos, el uso de la tecnología en la enseñanza, entre otros. Esto se incrementó luego de la reunión sostenida con el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, quien subrayó la necesidad de generar una relación más fluida entre la Escuela y las escuelas de Derecho. Así, a la fecha se han dado diversos contactos individuales, y para el jueves 18 de febrero de 2010 a las 9:00 horas en el mini auditorio del Colegio de Abogados, se tiene programada una sesión de trabajo con todas las escuelas de Derecho, con el objeto de presentarles el FIAJ y ofrecerles la colaboración necesaria para que, a través de sus programas, produzcan profesionales con el perfil de entrada del FIAJ. Estimamos indispensable esta colaboración cercana. Para las universidades puede ser interesante competir por un atractivo nicho de trabajo para sus egresados y egresadas. Para el Poder Judicial, es muy importante recibir aspirantes dotados de una buena formación.


En cuanto a la recomendación: 

· “Importante que la Escuela Judicial pueda integrar el perfil idóneo de un profesional en derecho, el cual fue elaborado por el Colegio de Abogados y que contempla: habilidades, destrezas, la ética y el conocimiento”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Dicho documento es parte de los insumos que se emplearon para el diseño del FIAJ. La investigación diagnóstica que determinó los objetivos y contenida del FIAJ, asimismo, contempló diversas iniciativas similares, desarrolladas en el ámbito nacional e internacional.


En cuanto a la recomendación: 

· “El nuevo modelo de SINAES le pone cuesta arriba la acreditación de una carrera de derecho a las universidades, porque el modelo está permeado por el constructivismo que ustedes exigen”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

La Escuela Judicial está trabajando con el enfoque por competencias, mismo que es consecuente con el propuesto por el SINAES. Estamos de acuerdo con que tanto el Modelo propuesto por el SINAES como el que está trabajando la Escuela Judicial en el FIAJ, de alguna manera incentiva que las universidades que imparten la carrera de Derecho, deban mejorar sus enfoques y sus planes de estudio.


En cuanto a la recomendación: 

· “Se hace énfasis en la necesidad de formación de las personas que van a funcionar como docentes del FIAJ (modelo por competencias)”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Efectivamente la formación de las y los docentes del FIAJ es un tema de mucha relevancia para la Escuela Judicial por lo que se planteó en la macroprogramación, el detalle de las características que tendrá esa formación, así como los mecanismos de selección:

“10. EQUIPO DE PERSONAS FACILITADORAS DEL FIAJ

10.1 Perfil de entrada para facilitadores y facilitadoras de la Escuela Judicial

Tomando en cuenta que la Escuela Judicial está enfocando su propuesta de enseñanza-aprendizaje hacia un modelo orientado por competencias, se debe seleccionar a las personas que trabajarán como facilitadoras a partir de un perfil ideal. 

Es deseable que ese perfil contemple algunas de las siguientes competencias genéricas, descritas en el Diccionario de Competencias Genéricas (s.f.: pp. 1-4) de la siguiente manera:

Habilidades:

· Capacidad para aprender. Se refiere a la habilidad para adquirir y asimilar nuevos conocimientos y destrezas y utilizarlos en la práctica laboral.  

· Adaptación al cambio. Es la capacidad para enfrentarse con flexibilidad y versatilidad a situaciones nuevas y para aceptar los cambios positiva y constructivamente.  

· Creatividad e innovación. Es la habilidad para presentar recursos, ideas y métodos novedosos y concretarlos en acciones.  

· Trabajo en equipo. Es la capacidad de trabajar con otros para conseguir metas comunes. 

· Ética. Es la interiorización de normas y principios que hacen responsable al individuo de su propio bienestar y, consecuentemente, del de los demás, mediante un comportamiento basado en conductas morales socialmente aceptadas, para comportarse consecuentemente con éstas.  

· Responsabilidad. Hace referencia al compromiso, a un alto sentido del deber, al cumplimiento de las obligaciones en las diferentes situaciones de la vida.

· Entusiasmo. Es la energía y la disposición que se tiene para realizar una labor particular.  Es la inspiración que conduce a alcanzar lo que se desea.

· Flexibilidad. Es la disposición a cambiar de enfoque o de manera de concebir la realidad, buscando una mejor manera de hacer las cosas.  

· Búsqueda de la excelencia. Es el compromiso con las cosas bien hechas y el afán por mejorar cada vez más.  

Por las particularidades de la labor docente de la Escuela Judicial, se han establecido algunas características que deberían tener las personas que quieran formar parte del registro de docentes para los diferentes programas de la EJ, lo anterior tomando como referencia los tres tipos de saberes: los cognitivos, los de habilidades y destrezas y los relacionados con las actitudes.

El cuadro que se presenta a continuación, resume las competencias más importantes requeridas en el perfil ideal de un facilitador o facilitadora:

SABER


SABER HACER
SABER SER

- Contenidos y  metodologías de enseñanza en función de estilos de aprendizaje, de tipo de conocimientos  por impartir, así como el tipo de capacitación

(todo avalado con  estudios y experiencia).

- Base teórica de la formación por competencias.

- Conocimientos teóricos y prácticos actualizados respecto de su especialidad y afines.
- Preparar materiales para las sesiones de capacitación, según contenidos.   

- Diseñar, con creatividad e innovación, el apoyo logístico de las sesiones de capacitación. 

- Diseñar  y seleccionar  modelos, técnicas e instrumentos de instrucción y de evaluación acordes con el modelo de formación por competencias.


- Dinamismo.

- Flexibilidad.

- Responsabilidad.

- Ejecutividad.

- Puntualidad.

- Amabilidad.

- Respeto.

- Objetividad en la administración del proceso educativo.

- Adaptabilidad.

- Creatividad

- Apertura hacia la resolución positiva del conflicto.

-Estabilidad emocional.

- Disposición al cambio y positivo(a) ante el reto.

- Dominio de sí mismo(a).

- Alto nivel de motivación.

- Disposición para liderar positivamente a los grupos.

- Vocación, motivación e interés hacia la actividad de docencia.

- Respeto hacia la interculturalidad, la diversidad de creencias, valores, ideas y prácticas sociales.

- Sensibilidad hacia el tema de género y accesibilidad.

- Ejemplos aplicables al contenido de capacitación.

- Visión institucional; los objetivos estratégicos .

Competencias que deben desarrollar los y las participantes, con el fin de orientar la capacitación en ese sentido.
- Confeccionar de manera precisa los objetivos educativos.

- Comunicarse eficientemente de manera oral y escrita.




- Tecnologías de información:

Funcionamiento básico del hardware y del software.

Navegador de Internet.

Presentador

multimedia.

Recursos Web.

Utilización de redes de recursos.

Manejo de cuenta de correo electrónico.

Recursos en línea que se podrían utilizar para la formación profesional.

Manejo de entornos virtuales.


- Facilidad para:

→ crear un clima agradable, distendido y cordial.

→ permitir la participación ordenada de todas las personas.

→ hacer que el grupo sea dinámico.

→ hacer respetar el método de trabajo y el tiempo

-Permanecer atento(a) a la forma en que las personas se desempeñan durante las sesiones del proceso de formación".

-  Aportar y transmitir sus conocimientos, comportamientos y competencia, así como una organización, un apoyo y un método.

Tomar decisiones acertadas.





- Orientar la capacitación hacia el desarrollo personal, el mejoramiento en el desempeño y en la calidad del servicio que brindará la persona capacitada desde su rol institucional.

- Construir ambientes propicios para el aprendizaje autónomo y colaborativo.

- Dirigir grupos de manera efectiva.


10.2 Proceso de selección de personas facilitadoras

La primera fase es la comprobación de los requisitos formales de ingreso al registro de facilitadores y facilitadoras:

- Grado mínimo de licenciatura en alguna de las áreas de las Ciencias Sociales u otras disciplinas, de acuerdo con el módulo por impartir (abogado o abogada, sociólogo o socióloga, psicólogo o psicóloga, entre otros).

- Experiencia mínima de dos años en labores de docencia.

- Experiencia mínima de tres años en el ámbito judicial o conocimiento de la función y organización del Poder Judicial en el caso de facilitadores y facilitadoras externos(as) a la institución.

- Conocimientos básicos de tecnologías que se utilizan en la educación.

- Currículo completo que acredite su formación y experiencia.

Una vez confirmados los requisitos formales, las personas oferentes deberán pasar por un proceso en el que les serán aplicadas algunas de las técnicas activas para medir competencias, propuestas por Gallego (s.f.):

Entrevista: Permite interacción real, capacidad de escucha, comunicaciones, actitudes y reacciones.

Ejercicios en bandeja: Se presentan como una serie de situaciones que simulan aspectos de procedimiento administrativo del trabajo, en los que al candidato se le pregunta acerca de cómo trataría las diferentes situaciones existentes en esa bandeja. Se busca conocer, por medio de esas situaciones ficticias, su forma de trabajar, su nivel de planificación, organización y gestión del tiempo, entre otros. 

Presentaciones: Esta técnica consiste en dar a las candidatas y a los candidatos un ejercicio o tema para ser preparado en treinta minutos y presentarlo posteriormente ante un auditorio. Este ejercicio permite identificar algunas competencias muy específicas. 

Encontrar hechos: Consiste en dar al candidato o candidata escasa información para resolver un problema. El evaluador o evaluadora solamente contestará preguntas suplementarias que cada candidato o candidata formule de cara a encontrar la solución al problema dado. Se evaluarán finalmente aspectos como rapidez para encontrar la solución, capacidad de síntesis y manejo del tema, en todos sus aspectos. 

Ejercicios de escucha: Se le presenta al candidato o candidata una grabación oral o un video y luego se evalúa su capacidad de asimilación y escucha por medio de preguntas que hará la persona evaluadora, mediante las que valorará el grado de exactitud de la información.


Para aprobar el proceso de selección, la persona debe obtener un mínimo de 80 puntos en esta etapa.

Finalizado este proceso, se conforma una lista con las personas que han cumplido los requisitos formales y que han aprobado el proceso de selección a partir de las técnicas utilizadas. Dichas deberán cumplir con los requisitos que complementan su selección definitiva:

· Aprobar el proceso de formación en la Escuela Judicial.

· Firmar el compromiso de formación por el tiempo que el módulo o el curso lo requiera.

En el caso de personas facilitadoras externas a la institución, además deberán tramitar lo correspondiente a su contratación en el Departamento de Proveeduría.

10.3 Proceso de formación de personas facilitadoras

La capacitación que deberán recibir las personas facilitadoras ha de contener los siguientes módulos: formación en el enfoque constructivista y por competencias (con énfasis en los métodos y técnicas de aprendizaje y de evaluación); inteligencia emocional (relacionado con las estrategias para promover el desarrollo de la inteligencia emocional en el contexto de aprendizaje); ética; género y accesibilidad.

10.4 Incentivos por el ejercicio de la función docente en la Escuela Judicial

· Reconocimiento y certificación de competencias.

· Reconocimiento económico: dedicación exclusiva para la docencia con la misma remuneración del puesto. En el caso de la persona tutora (durante la práctica tutelada), consiste en un reconocimiento económico adicional por el recargo en su función.”.


En cuanto a la recomendación: 

· “Fortalecer el tema de la inteligencia emocional en las personas tutoras y en los alumnos que asumirán este proceso”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

El tema de inteligencia emocional se trabajará en dos niveles diferentes. En la capacitación y formación de las personas que serán docentes en el FIAJ. En la macroprogramación se incorporó el tema de la siguiente manera (en el apartado 10.3): “inteligencia emocional (relacionado con las estrategias para promover el desarrollo de la inteligencia emocional en el contexto de aprendizaje). Las personas facilitadoras del FIAJ, a partir de su formación en el tema, deberán incorporar en los diseños de los módulos y talleres, estrategias que permitan el desarrollo de la inteligencia emocional durante todo el programa.


En cuanto a la recomendación: 

· “Resolver el tema de la lista de elegibles”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Uno de los mayores retos para la exitosa puesta en práctica de un modelo de formación inicial de juezas y jueces en Costa Rica lo plantea el actual sistema de reclutamiento y selección basado en las listas de elegibles o escalafones. En la gran mayoría de los poderes judiciales donde se cuenta con programas de formación inicial, se abren concursos al efecto, lo que garantiza que toda persona que apruebe el proceso ante la Escuela, goza de una plaza. Por el contrario, con el sistema actualmente vigente, el registro contiene una extensa relación de personas elegibles, las cuales pueden acceder al cargo al que hayan concursado sin tener que pasar por una etapa de formación que les confiera la elegibilidad.


Para ello se trabaja en dos escenarios:


Uno que implica reforma a la Ley orgánica del Poder Judicial, al estatuto de Servicio Judicial y a la Ley de la Escuela Judicial. Es el escenario ideal, pues permitiría cerrar el ingreso a la Carrera Judicial, modificar radicalmente la forma de selección a través e pruebas de conocimientos y establecer la formación inicial. Persistiría la situación de las personas que ya forman parte del escalafón y cuentan por ello con derechos adquiridos, pero al menos ofrece un suficiente marco normativo a futuro. Los anteproyectos de reforma ya existen, aunque se ignora el plazo en que podrían ser conocidos por la Asamblea Legislativa para su eventual aprobación.


Un escenario más realista en el corto plazo lo constituye una reforma al Reglamento de Carrera Judicial. Empleando como marco normativo los artículos 74 y 75 del Estatuto de Servicio Judicial, se puede establecer la formación judicial como un paso más dentro de los procesos de selección. El primer borrador de dicho proyecto de reglamento fue elaborado por la Escuela Judicial; fue discutido, ajustado y aprobado por el Consejo de la Judicatura. Actualmente se encuentra en la Presidencia de la Corte para su próxima presentación al Pleno.


En cuanto a la recomendación: 

· “Debe existir capacitación a capacitadotes”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Como ya se mencionó, existe un programa de formación para docentes ya que estamos concientes de  la relevancia de que, en consecuencia con el enfoque teórico, las personas que van a tener a cargo la ejecución del FIAJ deben dominar las estrategias propias de un modelo por competencias.


En cuanto a la recomendación: 

· “Propuesta de modificación al Reglamento de Carrera Judicial”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Al respecto, véase la respuesta dada a la observación relativa a las listas de personas elegibles.


En cuanto a la recomendación: 

· “El curso de comunicación o vínculo con los medios de comunicación genera serias dudas, en especial el superponerlo frente a otros que pareciera tienen mayor relevancia”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Definición de la necesidad de que el tema de medios de comunicación esté presente en el FIAJ, así como del Taller Cultura de Servicios y medios de comunicación. 


Los señores Magistrados y las señoras Magistradas realizan sus observaciones respecto a la necesidad de que un tema como es la administración de justicia y su relación los medios de comunicación, se encuentre o no presente en un programa de formación Inicial para jueces y juezas. En este sentido, hacen señalamientos respecto a la importancia o relevancia del denominado Taller Cultura de servicios y medios de comunicación; tomando en cuenta que efectivamente ya hay un sistema en la institución que coordina todo lo referente a ese tema


Respecto al primero de los señalamientos, las relaciones entre los jueces y juezas y los medios de comunicación, fue un tema recurrente en la fase de diagnóstico con las entrevistas clave realizadas a distintas personas. Puede ser que ello se debiera a una situación coyuntural, de los casos que en ese momento se estaban ventilando en la prensa y que se vieron reflejados en las entrevistas que se hicieron en ese momento a personas clave.  


Ahora bien, en cuanto al taller planteado propiamente, el mismo tiene una duración de 16 horas, las que se abordarían en 4 sesiones. El taller como estrategia pedagógica fue escogido por el equipo para ciertos temas por su característica esencial: “se trabaja, a partir de realizar alguna actividad específica de manera colectiva, para transformar la relación entre las personas que forman parte del grupo incluido el [facilitador o la facilitadora]. En el espacio de taller se ejercita el juicio y la habilidad mental para comprender procesos, determinar causas, escoger soluciones prácticas, estimular el trabajo cooperativo, preparar actividades en grupo, fomentar la creatividad y la iniciativa, manejar con propiedad técnica las temáticas objeto de trabajo, desarrollar la capacidad de los líderes, propiciar la confrontación del conocimiento, aportar en la resolución de problemas” (Saavedra, 2007: 4 y 5).


En este caso el objetivo del taller es el siguiente: “Determinar técnicas y protocolos adecuados para la promoción y fortalecimiento de una cultura de servicio y el correcto manejo de las relaciones públicas con otras dependencias y los medios de comunicación”. 


Luego de la reunión realizada por el equipo del programa, se acogen las observaciones realizadas por los señores Magistrados y Magistradas respecto a este tema. Es por ello que se dispone variar el nombre de la propuesta, la cual se denominará: Taller cultura de servicio y transparencia. No sería posible a estas alturas descartar la propuesta didáctica, pues quedarían algunas de las habilidades sin desarrollar o sin fortalecerse, las cuales fueron definidas de esa forma en la Macroprogramación del FIAJ. El nombre propuesto evita malas interpretaciones y se encontraría acorde con las destrezas y habilidades que se pretenden desarrollar.


Tómese en cuenta que en este caso, las habilidades que se pretenden desarrollar en el taller son las siguientes: 

· Definir acciones tendientes a la promoción y fortalecimiento de una cultura de servicio dirigida a las personas usuarias internas y externas.

· Reconocer que la actuación de persona juzgadora como directora del proceso, posibilita a las personas el acceso al sistema de administración de justicia.

· Reconocer la influencia que ejerce el contexto social en la toma de decisiones. 

· Reconocer y considerar los intereses, las necesidades y el entorno social de las personas vinculadas con el proceso. 

· Valorar con humanismo y objetividad el posible impacto que tendrá la decisión tanto en la vida de las personas involucradas en el conflicto como en la sociedad.

· Utilizar en la expresión de sus criterios un lenguaje comprensible de manera que  evite el uso de conceptos innecesarios o discriminatorios.

· Establecer canales para comunicar de manera firme y respetuosa las acciones por ejecutar y las implicaciones de su negativa.

· Proponer canales de comunicación con otras instituciones, organizaciones o grupos involucrados en la ejecución de las resoluciones judiciales.

· Habilidad complementaria:

· Indicar con claridad, objetividad y transparencia los motivos que determinan la relación fáctica elaborada a partir de los elementos de prueba evacuados.

La Escuela Judicial es consciente de que el tema de la relación entre la persona juzgadora y los medios de comunicación es propio de la política judicial que la Constitución asigna a la Corte Suprema de Justicia. De ahí que los contenidos de este taller se enmarcarán estrictamente en las políticas institucionales en esta materia.


En cuanto a la recomendación: 

· “Se debe exigir el perfil de entrada no como requisito deseable, sino como requisito indispensable”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

La Escuela Judicial ha coordinado diversas actividades de acercamiento con el Consejo de la Judicatura y su Sección Administrativa, con el objeto de plantear una nueva forma de selección con base en las competencias profesionales y personales que la institución exige de quienes se desempeñen en la Judicatura.


En cuanto a la recomendación: 

· “Dentro de los ejes transversales del programa, se debe aterrizar el concepto de calidad enfocado hacia la gestión integral”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

El equipo de trabajo del FIAJ, luego de sesiones de trabajo realizadas con el magistrado Rolando Vega Robert, así como con las demás personas encargadas del proyecto GICA-Justicia, asumió una posición de apertura en cuanto a la incorporación de los planteamientos de este proyecto, de forma tal que la transversalización del concepto de calidad no se realice de forma abstracta, sino que, tanto a lo interno del equipo, y para efectos de la capacitación de jueces y juezas aspirantes a la judicatura, se tenga un panorama claro y se maneje un concepto adecuado de lo que se denomina gestión integral de la calidad.

Consecuente con lo señalado, el programa FIAJ tendrá una estrecha relación con el Proyecto GICA-Justicia, comprometiéndose a capacitar a varias personas de su equipo de trabajo y, por supuesto, planteándose como un objetivo prioritario el diseño de la norma específica que permita, no solo a la Escuela Judicial, sino también al FIAJ, acreditar sus procesos, de manera que se logre la calidad integral en cada una de las acciones que, por su razón orgánica, corresponde realizar a la Escuela. 

El cambio de cultura o idiosincrasia que apareja la implementación del proyecto GICA, es un valor agregado para los objetivos que se plantea el programa FIAJ, ya que precisamente la población meta de dicho programa se ubicaría en el momento idóneo para incorporar todos los postulados hacia los que se encamina el Poder Judicial por medio de GICA-Justicia. 


En cuanto a la recomendación: 

· “Revisar los nombres de los cursos para que los mismos se ajusten a los contenidos”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Se revisó el plan de estudios y se replantearon los siguientes nombres:

Taller Cultura de Servicios y medios de comunicación. 


Taller Cultura de servicio y transparencia.

Módulo Técnicas de comunicación oral y escrita en la función jurisdiccional.
Módulo Comunicación oral y escrita en la función judicial.

Taller Implicaciones éticas en la función jurisdiccional.
Taller Implicaciones éticas en la función judicial.


En cuanto a la recomendación: 

· “Revisar si es necesario el curso de tutela de los derechos humanos”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Luego de un detenido proceso de reflexión, el equipo de trabajo del FIAJ determinó que resulta de capital importancia para el logro de los objetivos que se pretenden lograr con el programa, incorporar en su plan de estudios el tema de los derechos fundamentales. El modelo de juez o jueza que se pretende desarrollar está estrechamente asociado con la idea de Justicia que se pretende ofrecer. Estimando que la institución ha abanderado con firmeza la idea de una justicia humana y democrática, volcada al servicio de las personas usuarias de sus servicios, sea en calidad de partes, víctimas, imputadas o testigos, el enfoque resulta especialmente relevante.


Un juez o una jueza eficientes pero ignorantes de los deberes que le imponen el orden constitucional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, o carentes de la sensibilidad suficiente para favorecer el acceso efectivo a la justicia de las personas o grupos en condición de vulnerabilidad, será un instrumento de conservación de las estructuras inequitativas de la sociedad, un cómplice de las actuaciones ilegítimas del poder público y privado, y no un agente transformador hacia una sociedad más justa y democrática.


Debe tomarse en consideración que en el curso “Tutela de los derechos fundamentales” no se pretende enseñar la teoría o la historia de los derechos humanos, sino entrenar a los futuros jueces y las futuras juezas en la aplicación directa de la Constitución y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos en sus actuaciones ordinarias, la incorporación de las políticas institucionales que buscan la inclusión de todas las personas y el empleo de las herramientas de interpretación propios de un Estado social y democrático de derecho.


En cuanto a la recomendación: 

· “El curso de valoración de la prueba se plantea para el segundo bimestre. ¿Existe la posibilidad de trasladarlo al tercer bimestre y pasar el taller de valoración del cuadro fáctico al segundo bimestre?”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Durante la elaboración del Macrodiseño del Programa FIAJ, se discutió ampliamente acerca de los módulos y talleres que debían brindarse para cubrir los objetivos, dominios, competencias y ejes transversales, con el fin de discutir luego el orden que debían llevar dichos espacios. Para el caso del módulo de valoración de la prueba, se decidió precisamente colocarlo con anterioridad al taller de elaboración del cuadro fáctico por considerarlo un orden lógico. El juez o la jueza solo estará en capacidad de elaborar el cuadro fáctico una vez que haya realizado la debida valoración de la prueba y tenga convicción respecto de los hechos que fueron acreditados y que, consecuentemente, merecen ser consignados como tales en el fallo. El taller lo que pretende es, precisamente, capacitar a las personas aspirantes a la judicatura para que puedan elaborar, correctamente, una relación de hechos probados y no probados, hechos que solo podrán ser consignados hasta que se haya realizado la valoración de la prueba de donde, precisamente, se desprenden aquellos hechos. Por esta razón se considera de gran relevancia mantener en el tercer bimestre el taller de elaboración del cuadro fáctico y en el segundo bimestre el de valoración de la prueba.


En cuanto a la recomendación: 

· “Considerar la posibilidad de eliminar la confección de un proyecto de ley como parte de los trabajos de graduación”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:


Respecto del punto 8.3 del macrodiseño del Programa FIAJ (Opciones para proyectos finales de graduación y su evaluación), el equipo de trabajo concluyó que resultaba muy conveniente acoger esta recomendación.


Considerando que el programa pretende la interiorización por parte de las y los participantes de una serie de dominios de competencia y ejes transversales adecuados a la función jurisdiccional, poco aporte se podría lograr en ese sentido con el desarrollo de tareas que evidentemente se relacionan con otras destrezas ajenas a la labor del juez. Así las cosas, se eliminó la elaboración de una propuesta de ley como una de las opciones para proyecto final de graduación dentro del programa.


Es importante indicar que lo anterior no afecta la planificación, programación y ejecución establecidas, en tanto el tema eliminado era una de las varias opciones del participante en cuanto a proyectos de graduación, que ahora simplemente se reducen a cuatro.


En cuanto a la recomendación: 

· “La Escuela Judicial debe fortalecer la educación continua”


Se plantea para conocimiento de Corte Plena:

Tradicionalmente, la Escuela Judicial ha estado ocupada en la formación continua de su población meta: juezas, jueces y auxiliares judiciales. De hecho, el plan de trabajo 2010 contempla una serie de actividades de capacitación, divididas en los siguientes programas: Formación General Básica, Especialización (en materia Penal, RAC, Familia, Laboral y Agrario), Actualización, Redes Internacionales y para Auxiliares Judiciales.

Si bien la creación del FIAJ implica un cambio de paradigma en cuanto a las tareas que va a asumir la Escuela Judicial de ahora en adelante, de modo que debe dar cada vez mayor importancia a la formación, ello no implica que deja de lado sus deberes relativos a la capacitación (formación continua) de las juezas y los jueces de este país. De hecho, se considera que la formación continuar es el complemento necesario de la formación inicial, para el logro de una justicia de calidad, eficiente, democrática y humana.
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En cuanto al tema del Derecho Constitucional, despertó gran interés entre los miembros de este Consejo. Estiman importante destacar también el tema del Derecho Público. Igualmente, que se logre una integración entre la Constitución y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y otros ámbitos de esta rama.  Incluso, el Dr. Marvin Carvajal señaló que se contará con el apoyo de la Corte Interamericana a través de su Presidente en cuanto a la parte del Derecho Internacional, en donde los participantes del FIAJ tendrán acceso a  los materiales y podrán reunirse con él para conversar. 

El Dr. Carvajal, indicó que se encuentra diseñando el módulo respecto a este tema, el que  será impartido por él a partir de julio del año en curso.  Por consiguiente, se comprometió a que una vez finalizado el diseño, lo hará del conocimiento de los miembros de este Consejo. 

Los miembros de este Consejo consideraron conveniente no imponer una única doctrina, sino un equilibrio, que contenga visión de todos o varios y discrecionalidad de la Constitución y de la Ley.

También, consideraron que hay una desnaturalización del concepto sobre la independencia del juez, por lo que es importante destacar que es independencia y los verdaderos contornos de la independencia.  Solicitaron que la Escuela lo tome en cuenta en el programa de Formación Inicial, ya que piensan que hay confusión en cuanto a la responsabilidad en su trabajo, cumplir con el horario  y aplicación de la norma.

Con respecto al Derecho Sustantivo, se destacó que al resolverse un determinado caso, la persona tendrá que aplicar una serie de conocimientos que van más allá de la técnica, como ejemplo, en la resolución para elementos del caso, tendrá que aplicar elementos de Derecho Positivo y elementos de Derecho Procesal, por  lo que no se puede tener es un curso de Derecho Civil, Derecho Penal, Derecho Laboral, si lo que se desea es hacer algo diferente a lo que hacen las universidades actualmente, por tal motivo se estima importante recordar a la Corte sobre el norte, meta, visión y objetivos. Que habrán temas muy generales, pero que también estarán los temas específicos que serán asumidos en la especialización y que no se puede constituir otra vez en formadores de abogados que es el rol de la Universidades.  Sino formar en la práctica  juristas. Como aplicar esos conocimientos

Se consideró que el perfil idóneo de un profesional en derecho, no es solo en función al perfil de la capacitación como tal, sino que también se debe integrar el perfil de ingreso, que debe hacer un esfuerzo en conjunto porque precisamente el Consejo de la Judicatura ha estimado que es preciso redefinir el perfil de ingreso para los que aspiran ingresar a la judicatura. Que debe darse ese seguimiento desde el perfil de ingreso, perfil de formación. Que hay que rescatar dentro de esas habilidades, el trato humano, respeto y tolerancia, con un proceso abierto de selección pero más riguroso para que tenga las competencias básicas de trabajo.

En cuanto a la solución normativa respecto a la reforma para regular el tema de la Formación Inicial, estiman que hay un riesgo enorme si no se resuelve esta necesidad para que funcione. Además que el Departamento de Personal va requerir de estas nuevas reglas para tener a tiempo la  selección de personas para la Formación Inicial. Es por ello que se debe coordinar una reunión con la Presidencia de la Corte para que esto marche bien. Se recomienda iniciar con jueces 1.

Con respecto al curso de Tutela de los Derechos Fundamentales, se considera indispensable que aparte de una persona eficiente y rápida, se requiere que sepa dirigir una audiencia y que esté enterado del contexto humano en el cual va dictar una resolución y  de todas sus obligaciones frente al derecho internacional y constitucional, es importante destacar que no se pretende hablar sobre la teoría de los derechos fundamentales o historia, sino sobre la aplicación concreta del derecho de los derechos fundamentales en una sentencia, audiencia, diligencia. El proceso es una forma de garantía genérica de los derechos fundamentales. 
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SE ACUERDA: Que en atención al  acuerdo de la Corte Plena, sesión del 27 de julio del 2009, artículo XX, este Consejo avala el “Informe a Cote Plena respecto de las recomendaciones sugeridas al Programa de formación inicial para aspirantes de la judicatura (FIAJ): análisis y seguimiento”, preparado por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  a las señoras magistradas y los señores magistrados. Comuníquese a la Corte Plena para su conocimiento. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III

El Sr. Gustavo Barquero Morales, prosecretario general interino de la Secretaria de la Corte, en oficio n° 1130-10 del 01 de febrero de 2010, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 03-10 celebrada el 12 de enero último, que literalmente dice:

“ARTÍCULO LV

En sesión Nº 98-08 celebrada el 18 de diciembre del 2008, artículo LIX, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por tratarse de un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Ligia Cerdas Solano, del 1° de enero al 31 de mayo del 2009 y al licenciado Max Antonio Escalante Quirós, del 1° de enero al 31 de diciembre del 2009, para que continuaran con la elaboración de toda la Microprogramación para el Plan de Formación Especializada para Jueces y Juezas Penales.

En nota de 6 de enero en curso, los máster Ligia Cerdas Solano y Max Antonio Escalante Quirós, por orden, Fiscal de la Primera Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José y Juez 3 del Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial del Tercer Circuito Judicial de San José, comunicaron lo siguiente:

“Como especialistas de la Escuela Judicial a cargo del Programa de Especialización para Jueces y Juezas Penales, rendimos el informe de las labores realizadas durante el 2009.

El informe incluye el detalle de las tareas llevadas a cabo con motivo del citado programa; así como las propuestas para su diseño y ejecución. También se mencionan otras labores complementarias que se realizaron, siempre con el objetivo de la capacitación y mejoramiento del desempeño profesional de los Jueces y Juezas Penales. Se rinde el informe en vista de que el 31 de diciembre próximo concluye el período por el cual fuimos destacados en la Escuela Judicial.

Síntesis de las labores realizadas durante el 2009:

Programa de Especialización para Jueces y Juezas Penales. Sobre la base de los valiosos insumos que aportó el diagnóstico de necesidades de capacitación, durante el 2009 ambos especialistas nos autocapacitamos en el tema de las competencias profesionales y se finalizó el documento correspondiente al Plan de Estudios del Programa de Especialización. Asimismo, se hizo la propuesta para el diseño completo de las actividades académicas y su ejecución a partir del 2010.

Foros virtuales de capacitación.  Recién aprobada la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y otros Sujetos Intervinientes en el proceso penal, con el fin de ofrecer un espacio ágil de capacitación, se abrieron tres foros virtuales.  Los foros contaron con la participación de Jueces y Juezas Penales de todo el país, así como de Fiscales, Defensores públicos, Jueces y Juezas de Juicio y de Casación.  En los foros hubo 1004 visitas y 125 participaciones.

Página Web del Programa de Especialización.  Como complemento del Programa de Especialización, para efectos de iniciar en forma paralela la actualización y formación continua, dentro de la página Web de la Escuela Judicial se habilitó un espacio exclusivo para que los Jueces y Juezas Penales pudieran consultar las últimas reformas legales directamente vinculadas con su desempeño profesional.

Videoconferencias. Los foros virtuales llevados a cabo, fueron clausurados con una videoconferencia que retroalimentó a los funcionarios y funcionarias judiciales de todo el país.  Asimismo, se coordinó las cuatro videoconferencias del ciclo correspondiente al Derecho Penal y Procesal Penal.  Con el fin de mantener actualizados a los Jueces y Juezas Penales acerca de la doctrina europea, se coordinó y realizó una videoconferencia desde Frankfurt, Alemania con el doctor Cornelius Prittwitz.

Revista Colecciones Derecho y Justicia. Como complemento adicional del Programa de Especialización, se logró coordinar y diagramar la segunda edición de la revista, cuya finalidad es generar en el Juez y la Jueza Penal el pensamiento crítico, mediante la producción de literatura especializada. Se logró internacionalizar la revista, para lo cual se contactó y logró el envío de dos artículos redactados por los juristas alemanes Kai Ambos y  Cornelius Prittwitz.  Al momento de redactar este informe la revista se encuentra en proceso de impresión y se recomendó la distribución inmediata entre todos los Jueces y Juezas Penales, y demás funcionarios judiciales (Fiscalía, defensa, Tribunales). 

Diagnóstico de necesidades de capacitación en materia laboral y de familia. Durante todo el año se dio apoyo a los especialistas de las citadas materias, para el desarrollo y ejecución de los diagnósticos. Con ello se aprovechó la experiencia del diagnóstico llevado a cabo en materia penal, para el beneficio de otras jurisdicciones.

Coordinación de actividades con la Embajada de los Estados Unidos de América. Durante el primer semestre del 2009, se mantuvo el vínculo entre el Poder Judicial y la Embajada de los Estados Unidos de América, mediante la coordinación de diversas actividades de investigación y capacitación.

Subcomisión de Monitoreo de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. A lo largo del año, se participó activamente en la coordinación y realización de las actividades que la subcomisión organizó como parte de su programa de trabajo.

Departamento de Planificación. Con el fin de detectar las causas que provocaron el aumento del dictado de prisiones preventivas durante el primer semestre del año, se colaboró con el Departamento de Planificación en la investigación de campo y redacción del informe presentado al Consejo Superior.

Delegaciones internacionales. Se coordinó la actividad solicitada por los Departamentos de Estado y de Justicia de los Estados Unidos de América, para la elaboración del manual de procedimientos en propiedad intelectual.  Asimismo, se hizo una presentación a la delegación mexicana, acerca de la normativa procesal penal costarricense. 

Detalle de las labores realizadas durante el 2009:

Programa de Especialización para Jueces y Juezas Penales

El 15 de enero de 2009, con la presentación de los resultados del Diagnóstico de Necesidades de Capacitación en Materia Penal para Jueces y Juezas de las Etapas Preparatoria e Intermedia, se obtuvo el visto bueno de la institución para que la investigación diagnóstica fuera la base del Programa de Especialización.

La especialista Cerdas Solano, desde finales del 2008, recibió el apoyo del Fiscal General para mantenerse en la Escuela Judicial – tal y como lo solicitó la propia Escuela Judicial para los primeros cinco meses del 2009 –, ya que don Francisco Dall´Anese expresó la importancia de que los resultados del diagnóstico fueran traducidos en un programa de especialización que mejorara el desempeño jurisdiccional.

A cargo de ese programa el Consejo Superior designó a los redactores de este informe, para que durante el 2009 se dedicaran a la elaboración del diseño del plan de estudios.

En vista de que al inicio del año no contamos con la asesoría directa de ningún profesional en métodos de enseñanza, la Jueza Rosaura García y la doctora Ana Tristán compartieron con nosotros algunas ideas de la “macroprogramación” que realizaba el equipo del Programa de Formación Inicial.

Sobre la base de esos aportes se inició la redacción de los documentos; sin embargo, en forma paralela ambos especialistas nos dedicamos a investigar acerca del enfoque por competencias profesionales.

Dicho enfoque responde a las Políticas Generales de Capacitación y Formación del Poder Judicial, formuladas por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión extraordinaria número 09-08, celebrada el 26 de noviembre de 2008, y aprobadas por Corte Plena en la sesión número 6-09 del 16 de febrero del 2009.

Ahora bien, el estudio del material referente al enfoque por competencias nos generó fundadas inquietudes acerca de la orientación que nos brindaron para iniciar la redacción de los documentos.  Es por ello que ambos especialistas solicitamos a la Subdirección de la Escuela Judicial, que nos dieran capacitación sobre el tema y que se obtuviera asesoría externa.

De esta forma, se contactó a las expertas de la UNED y la UCR Rocío Durán y María Luisa Montenegro, respectivamente para concertar reuniones de trabajo.  Esas reuniones tuvieron lugar los días 20 y 24 de febrero del 2009 tal y como consta en los informes de ambos especialistas correspondientes a ese mes.

No obstante, según el cronograma de trabajo inicialmente planteado, al 13 de enero ambos especialistas habíamos cumplido con la redacción de la justificación. Asimismo, al 20 de enero se redactaron los objetivos generales y específicos.

Al inicio del mes de marzo, ambos especialistas propusimos la reestructuración del cronograma, sobre la base del estudio realizado y las ideas expuestas en las reuniones sostenidas en la UNED y la UCR.

La propuesta se plasmó en los informes del mes de marzo, pero detalladamente en la minuta de la reunión llevada a cabo el 06 de marzo de 2009 con todo el equipo de trabajo de la Escuela Judicial.  En esa reunión se fundamentó la necesidad de que el enfoque por competencias realmente se refleje en cada documento que integra el Plan de Estudios, situación que no estaba ocurriendo y que motivó la aprobación del equipo de trabajo para que se hiciera una reestructuración de cara a la asesoría que iba a brindar la experta María Luisa Montenegro.

Como propuesta paralela, ambos especialistas recomendamos que los aportes de la señora Montenegro fueran extensivos a todo el personal de la Escuela Judicial mediante un taller de capacitación en el tema de las competencias profesionales.

En vista de que la Subdirección le comunicó a la licenciada Marisol Barboza que ella se dedicaría a un proceso de aprendizaje de la metodología por competencias, se le relevó de la responsabilidad directa con el Programa de Especialización, tal y como nos fue informado en la reunión llevada a cabo el 10 de marzo de 2009, cuyo detalle consta en la minuta respectiva.

Las propuestas acerca de la reestructuración del cronograma, así como de la asesoría externa fueron sometidas a la aprobación de la Dirección de la Escuela Judicial, el 17 de marzo de 2009.  En esa reunión se obtuvo el visto bueno respectivo.

A partir de ese momento, en el abril ambos especialistas nos abocamos a la elaboración del documento base de todo el plan de estudios: la identificación de las competencias profesionales específicas que se desarrollarían en el Programa de Especialización. En forma paralela, y con el fin de obtener asesoría en temas vinculados con el contenido de las competencias, el 24 de abril de 2009 tuvimos una sesión de trabajo con el doctor Alfredo Chirino Sánchez.

Los avances en la elaboración del documento fueron sometidos a revisión por parte de la experta María Luisa Montenegro, en sesiones de trabajo llevadas a cabo los días 4 y 18 de abril de 2009. Concomitantemente al proceso de identificación de las competencias profesionales específicas, ambos especialistas iniciamos la definición de los ejes transversales que serían tomados en consideración en el Programa de Especialización.

En vista de que la permanencia de la especialista Cerdas Solano en la Escuela Judicial finalizaba en el mes de mayo, la necesidad de que el proyecto continuara por el buen camino que tenía, motivó que la Escuela Judicial solicitara la ampliación de su nombramiento. Ello fue aprobado gracias a que, nuevamente, el Fiscal General manifestó que mantenía el apoyo a la labor que ambos especialistas realizábamos en la Escuela Judicial, porque estimaba que el Programa de Especialización era una necesidad institucional y nacional para el mejoramiento del desempeño de los Jueces y Juezas Penales.

Asimismo, en vista de que ambos especialistas éramos los únicos encargados de todo el Programa de Especialización, también iniciamos la organización del diseño de las actividades académicas que se propusieron. De esta forma, el 19 de mayo de 2009 sostuvimos una reunión con las licenciadas Kattia Escalante y Marisol Barboza, para comenzar el proceso de diseño de la actividad de conciliación en materia penal.

Es importante mencionar que desde enero y hasta mediados de mayo de 2009, tuvimos la colaboración de la gestora Francia León, pues la dirección de la Escuela Judicial la relevó de su participación en el Programa de Especialización.  A partir de ese momento y en forma reiterada –en las sesiones de trabajo –  se solicitó a la Escuela Judicial el nombramiento de un nuevo gestor de capacitación, lo cual ocurrió hasta el 07 de setiembre de 2009 tal y como consta en el informe de ambos especialistas.

Del mes de mayo de 2009 también se destaca la reunión de trabajo que se sostuvo el día 20, con los miembros de la Comisión de Oralidad, Jenny Quirós y Rodolfo Solórzano. La finalidad de la reunión fue consolidar la idea de ambos especialistas para que el Programa de Especialización sirviera también para fortalecer el Programa de Oralidad, con la inclusión de sus actividades académicas como requisito previo.

Asimismo, el 26 de abril de 2009 tuvimos una reunión de seguimiento con el doctor Alfredo Chirino Sánchez, para continuar la elaboración de la competencia profesional de metodología del razonamiento en materia penal.

No solo la redacción de las competencias profesionales nos ocupó durante el mes de abril, sino que junto a las reuniones descritas se inició la redacción del perfil de entrada del plan de estudios.

A esta altura del año, todo el estudio y auto capacitación que tuvimos ambos especialistas, unido a la asesoría brindada por la UNED, UCR y la señora Montenegro, nos permitió elaborar una propuesta integral de especialización plasmada en la malla curricular que exhibe el detalle de los módulos y actividades académicas. Asimismo, se elaboró una propuesta para su diseño y ejecución a partir del 2010.

De esta forma, el 02 de junio de 2009 ambos especialistas le expusimos aquellas propuestas a la Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial, haciendo hincapié en la urgente necesidad de continuar en el 2010 con el diseño y ejecución del Programa de Especialización completo. Ello con el objetivo de responder con prontitud y eficacia a los resultados del diagnóstico de necesidades de capacitación, que son coincidentes con los requerimientos de los propios Jueces y Juezas Penales y los reparos que la sociedad efectúa a la labor diaria de esos funcionarios.

El visto bueno obtenido en esa reunión, nos motivó aún más a seguir adelante y con el fin de comenzar la difusión de lo que sería el Programa de Especialización, concertamos algunas reuniones informativas y que a su vez pretendían lograr el apoyo institucional para hacer una realidad la ejecución del programa.

Los días 03, 04 y 05 de junio de 2009 expusimos el Programa de Especialización y la propuesta de diseño y ejecución para el 2010, a los magistrados Carlos Chinchilla, Orlando Aguirre, Gilbert Armijo, Rolando Vega, Julia Varela, Ana Virginia Calzada, Magda Pereira, José Manuel Arroyo y Luis Paulino Mora.  Asimismo, tuvimos reuniones con la integrante del Consejo Superior Milena Conejo y la Jueza de Juicio María Elena Gómez.

Por otro lado, el 22 de junio de 2009 ambos especialistas propusimos y coordinamos la obtención de la lista de los Jueces y Juezas Penales que ya han aprobado los cursos de oralidad y conciliación. Ello con el fin de seleccionar a la primera promoción del Programa de Especialización.

Ese mismo día, se coordinó el rediseño del curso de redacción y estilo con Irene Rojas, Magdalena Aguilar y Eugenia Arias.

En lo que respecta a la elaboración el documento del plan de estudios, en junio ambos especialistas trabajamos en los perfiles ideal, de entrada y requisitos de ingreso al Programa de Especialización. Asimismo, se efectúo una reunión con la gestora Kattia Escalante para el rediseño de las actividades académicas de introducción a las técnicas de conciliación judicial y técnicas de conciliación en materia penal.

El 1 de julio de 2009 se sostuvo una reunión de seguimiento con el Director de la Escuela Judicial. El principal acuerdo tomado fue la importancia de elaborar un cronograma detallado con las fechas propuestas para la duración del Programa de Especialización, el diseño y ejecución de las actividades académicas que lo componen.

El cronograma se conoció en reunión el 29 de julio y fue aprobado por la Dirección de la Escuela Judicial. Asimismo, el documento elaborado sintetiza la propuesta que como especialistas hicimos con el fin de brindar a los Jueces y Juezas Penales, una especialización integral, pronta y eficaz. Se adjunta como documento anexo.

El 10 de julio de 2009 se llevó a cabo una reunión de asesoramiento con la señora Ana Cecilia Hernández, especialista en método de enseñanza de la UNA. Esta reunión se realizó como parte de nuestro esfuerzo por contar con asesoría constante, observaciones y sugerencias para el mejoramiento del trabajo que realizábamos.

En la misma línea, como complemento de la asesoría que brindó el doctor Chirino Sánchez para la competencia de metodología del razonamiento en materia penal, el 28 de julio de 2009 ambos especialistas visitamos en la UCR al doctor Minor Salas.

Ese mismo día se le presentó un nuevo avance del trabajo a la integrante del Consejo Superior Milena Conejo.

Durante agosto de 2009 se continuó la elaboración del plan de estudios, específicamente se trabajó en los criterios de desempeño para los valores y actitudes. Asimismo, desde el 10 de agosto se inició el diseño de la actividad académica denominada: Aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria. Se redactó la descripción de la actividad académica, su propósito y objetivos generales y específicos.  Se hizo también la selección de la bibliografía obligatoria y complementaria, la selección de los conocimientos, habilidades, destrezas, valores y actitudes de cada competencia profesional, que se desarrollarían en la actividad académica. También fueron seleccionados los criterios de desempeño para la evaluación, se redactó el guión correspondiente a la motivación introductoria, y se comenzó la selección de los casos para la elaboración de los guiones que se plasmarán en los vídeos de la actividad académica.

El 11 de agosto de 2009 se hizo la presentación del Programa de Especialización a los integrantes del Consejo de la Judicatura, con el fin de obtener el apoyo para brindar incentivos a quienes culminen con éxito el programa. De esta reunión se obtuvo el acuerdo número CJ-29-2009 mediante el cual el Consejo de la Judicatura expresó su satisfacción por los esfuerzos expuestos para la especialización de los Jueces y Juezas Penales, se apoyó el trabajo que se está realizando en materia penal y se indicó que en el momento oportuno se analizará la posibilidad de brindar incentivos vinculados al sistema de la carrera judicial.

Como parte de la asesoría que nos brinda la UNED, el 24 de agosto ambos especialistas tuvimos una reunión de trabajo con el experto Carlos Madrigal, quien revisó los documentos elaborados, los avaló y efectuó algunas recomendaciones para continuar las labores.

Para complementar el rediseño de la actividad académica denominada: Recursos de estilo y redacción en materia penal, seleccionamos material específico de la función de los Jueces y Juezas Penales, para su inclusión en la actividad.

El mes de setiembre inició con la elaboración de una presentación sobre los ejes transversales, como parte del diseño de la actividad académica: Aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria.

Como parte de nuestro interés constante por capacitarnos en el tema de las competencias profesionales, el 5 de setiembre participamos en una conferencia internacional en las instalaciones del CONARE, que resultó provechosa para el trabajo que se venía realizando, pues afirmó los principales conceptos y nos dio motivación para seguir adelante con el proyecto. 

El 8 de setiembre de 2009 se llevó a cabo una importante sesión de trabajo en la UNED, con la experta Ana Cristina Umaña.  La señora Umaña hizo una revisión integral del trabajo realizado durante el año y sobre la base de su experiencia en el diseño de planes de estudios hizo una serie de aportes directamente vinculados con el mejoramiento del Plan de Estudios.  Todas sus propuestas fueron avaladas por el equipo de trabajo de la Escuela Judicial, incluido el Subdirector, porque representaban importantes adiciones para garantizar el éxito futuro de las fases de diseño y ejecución de las actividades académicas.  El detalle de las propuestas de la señora Umaña consta en la minuta levantada durante la reunión y que se adjunta como anexo a este informe.

Ese mismo día en horas de la tarde, el equipo de trabajo de la Escuela Judicial tuvo una reunión con la experta María Luisa Montenegro, para la revisión general del plan de estudios.

El 9 de setiembre de 2009 ambos especialistas junto con el Subdirector, tuvimos una reunión de planeamiento con el señor Presidente Luis Paulino Mora y el magistrado José Manuel Arroyo.  Ambos magistrados conocieron y avalaron el detalle de las actividades académicas propuestas para la especialización de los Jueces y Juezas Penales, manifestaron su deseo de que el Programa de Especialización siga adelante y se materialice con su ejecución, para lo cual don Luis Paulino Mora recalcó la necesidad de que ambos especialistas continuáramos al frente del proyecto durante el 2010.  Para tales efectos, el señor Presidente manifestó que haría las gestiones pertinentes para que ambos especialistas continuáramos en la Escuela Judicial. Don José Manuel Arroyo apoyó esa iniciativa.  Asimismo, el magistrado Arroyo indicó que él apoya la idea de que se modifique el reglamento de la carrera judicial para que la aprobación del Programa de Especialización sea un requisito para el ascenso de los Jueces y Juezas en la jurisdicción penal.  Don Luis Paulino Mora propuso que las actividades académicas denominadas: Aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria y Metodología del razonamiento en materia penal, fueran impartidas prioritariamente a todos los Jueces y Juezas Penales del país durante el 2010.  Esta última propuesta del señor Presidente fue acogida y avalada por ambos especialistas y el Subdirector, por su evidente impacto positivo en el desempeño de los Jueces y Juezas Penales.

Los días 11, 16 y 21 de setiembre de 2009 el equipo de trabajo de la Escuela Judicial se reunió, con el fin de realizar una retroalimentación del resultado de las reuniones llevadas a cabo en la UNED y la UCR. En esas reuniones, el equipo decidió que la mayoría de las propuestas eran pertinentes para mejorar el documento del plan de estudios, y se vinculaban con el éxito futuro del diseño y ejecución de las actividades académicas. El equipo decidió que ambos especialistas debíamos suspender el diseño de la actividad académica: Aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria. Asimismo, en la minuta de la reunión se hizo constar cuáles propuestas serían redactadas, las personas responsables y las fechas de entrega de los productos finales.

De esta forma, a partir del 22 de setiembre de 2009 ambos especialistas nos dedicamos a seleccionar el material e información que debía tener el resumen del diagnóstico de necesidades de capacitación, que debía ser incluido en el documento del Plan de Estudios.

Con el fin de enriquecer el detalle de los ejes transversales del Programa de Especialización, a partir del 28 de setiembre de 2009 ambos especialistas efectuamos una investigación para recopilar la doctrina, jurisprudencia, legislación y políticas institucionales vinculadas con dichos ejes.

El mes de octubre de 2009 fue iniciado por ambos especialistas, con la determinación de las competencias profesionales a partir de los insumos del diagnóstico de necesidades de capacitación.  Esta labor forma parte de las responsabilidades asignadas en las reuniones de los días 11, 16 y 21 de setiembre de 2009.

También en octubre de 2009 ambos especialistas redactamos los criterios de desempeño que serían vinculados con los ejes transversales.

Con el fin de monitorear el avance de las tareas asignadas, el 20 de octubre ambos especialistas nos reunimos con el subdirector, y también se discutió acerca del resumen del diagnóstico de necesidades de capacitación.

El 27 de octubre de 2009 ambos especialistas comenzamos la selección de los criterios de desempeño de las competencias profesionales y los ejes transversales, para su inclusión en cada una de las actividades académicas del Programa de Especialización.

En los primeros días de noviembre de 2009, ambos especialistas seleccionamos los documentos trabajados para su envío a la experta Thais Castillo de la UNED, quien haría una revisión integral.

El 10 de noviembre el equipo de trabajo revisó el cronograma de trabajo y se redistribuyó algunas tareas para agilizar el trabajo.

La revisión general de los criterios de desempeño seleccionados para las actividades académicas, se llevó a cabo el 11 de noviembre de 2009.

La reunión del equipo de trabajo con la señora Castillo de la UNED, tuvo lugar el 16 de noviembre. A partir de sus recomendaciones, ambos especialistas comenzamos el proceso de agrupamiento de los criterios de desempeño para cada actividad académica, a partir del criterio cualitativo mediante la explicación de su contenido.

El 27 de noviembre de 2009 ambos especialistas reportamos los avances en la elaboración de los documentos cuya redacción era nuestra responsabilidad según las reuniones llevadas a cabo.

El 30 de noviembre finalizaba la estadía de la especialista Cerdas Solano en la Escuela Judicial y, en esta ocasión, el Jefe del Ministerio Público no solo volvió a indicar que el trabajo de ambos especialistas no debía ser interrumpido, sino que la importancia de la especialización de los Jueces y Juezas Penales justificaba la autorización para que el propio Ministerio Público costeara la permanencia de la máster Cerdas Solano en la Escuela Judicial durante el mes de diciembre del 2009.  Lo anterior consta en el acuerdo del Consejo Superior adoptado en el artículo XL de la sesión número 107-09 del 26 de noviembre del 2009.

Ahora bien, don Francisco Dall´Anese era conocedor de las propuestas de trabajo que ambos especialistas teníamos para la continuidad del proyecto durante el 2010.  Por este motivo, y siempre con la intención de que se ejecutara el Programa de Especialización el año próximo, el señor Fiscal General manifestó que la magnitud del proyecto justificaba que la Fiscalía también sufragara la permanencia de la especialista Cerdas Solano en la Escuela Judicial durante todo el 2010.

Por último, el 08 de diciembre de 2009 ambos especialistas hicimos entrega de todos los documentos redactados para así dar por concluida nuestras obligaciones para la elaboración del Plan de Estudios.

Ahora bien, el 30 de noviembre de 2009 ambos especialistas le solicitamos al subdirector que nos indicara cuál fue la decisión de la Escuela Judicial con relación al Programa de Especialización para Jueces y Juezas Penales para el 2010.  El subdirector oralmente nos informó que a pesar de que el magistrado Luis Paulino Mora había gestionado lo pertinente para que ambos especialistas continuáramos en la Escuela Judicial durante todo el 2010, diseñando y ejecutando las actividades académicas del programa según el cronograma propuesto, la Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial había decidido no continuar con el diseño de las actividades académicas y por ello no se requería nuestra presencia como especialistas.  Se nos indicó que durante el 2010 solamente se ejecutarían los cursos del módulo I (nivelatorio) correspondientes a: Oralidad y proceso penal, introducción a las técnicas de conciliación judicial y recursos de estilo y redacción en materia penal.  Asimismo, nos indicó que los cursos que no serían diseñados son los específicos en materia penal y procesal penal, que nos correspondía a nosotros diseñar según la propuesta de trabajo que ambos hicimos para el 2010.

Al señor subdirector se le manifestó nuestra sorpresa por aquella decisión; ya que difería completamente con el planeamiento acordado con los magistrados Mora Mora y Arroyo Gutiérrez.  Le reiteramos al subdirector que como especialistas teníamos tres propuestas para el 2010: 

Acoger la recomendación del magistrado Mora Mora para abarcar a toda la población de Jueces y Juezas Penales del país, y de esta forma continuar a partir de enero de 2010, con el diseño del curso: Aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria, el cual se encuentra avanzado, y ejecutarlo en abril.  En forma simultánea a su ejecución, diseñar el curso: metodología del razonamiento en materia penal para ejecutarlo una vez finalizado el anterior y así lograr el impacto a corto plazo en temas esenciales para desempeño jurisdiccional, tal y como lo sugirió el magistrado Mora Mora. 

Habilitar el módulo nivelatorio para toda la población meta en febrero del 2010, y abrir una primera promoción de 25 Jueces y Juezas Penales a partir del segundo semestre del mismo año, con el fin de diseñar los cursos del módulo II: La Función Jurisdiccional en los primeros seis meses del 2010.  En ese esquema, durante la ejecución de los módulos en forma concomitante se diseñaría el siguiente, para así garantizar la apertura de otra promoción cada seis meses. 

Nosotros como especialistas nos comprometíamos a diseñar las seis actividades académicas a nuestro cargo, a partir de enero del 2010.  En forma  paralela, coordinaríamos el diseño de los otros once cursos con los especialistas que desde sus despachos colaborarían en esas labores.  De esta forma, en el 2010 quedarían diseñados todos los cursos que componen el Programa de Especialización, permitiendo que la ejecución del módulo nivelatorio – el cual iniciaría en abril del 2010 – se enlazara con el resto de los módulos sin interrupciones en el tiempo, de manera que al final de ese año se comenzara con la ejecución del curso: aplicación de la teoría del delito y valoración probatoria.

 Al señor subdirector se le indicó que nuestras propuestas obedecían a la imperiosa necesidad de dar continuidad al Programa de Especialización en el 2010, una vez iniciada su ejecución sin limitarse al módulo nivelatorio.  Ello con la finalidad de no postergar la respuesta institucional a las demandas de capacitación provenientes del diagnóstico.  Asimismo, se le expuso al subdirector que con las propuestas detalladas se aprovecha nuestra presencia en la Escuela Judicial durante todo el 2010, según lo coordinado por el magistrado Mora Mora, para así lograr que el recurso humano asignado al Programa de Especialización en Materia Penal, no se desvincule de la Escuela Judicial interrumpiéndose el trabajo realizado durante el 2009.

Adicionalmente, se le recordó al subdirector que las propuestas también pretendían mantener la continuidad del proceso que inició desde el 2007 con el diagnóstico de necesidades de capacitación en materia penal para Jueces y Juezas de las Etapas Preparatoria e Intermedia.

A pesar de nuestras observaciones y recomendaciones, el subdirector nos reiteró la decisión tomada para el Programa de Especialización en el 2010.

En vista de que la comunicación fue oral y no escrita, le solicitamos una audiencia al señor Director de la Escuela Judicial quien nos manifestó, el 07 de diciembre del 2009, que por intermedio del magistrado Arroyo Gutiérrez conocía las gestiones efectuadas por el magistrado Mora Mora para nuestra continuidad en la Escuela a partir de enero del 2010 y durante el resto del año.  Asimismo, nos indicó que conocía nuestras propuestas y recomendaciones para el diseño y ejecución del Programa de Especialización, pero que la decisión de la Escuela Judicial había sido ejecutar exclusivamente el módulo nivelatorio a partir de abril del 2010 y no diseñar el resto de actividades académicas durante ese año, de manera que nuestra continuidad como especialistas no era requerida para el próximo año. 

Por haber confiado en nosotros las labores atinentes al Programa de Especialización durante el 2009, se rinde este informe junto con las propuestas para el diseño y ejecución de las actividades académicas en el 2010.  Hemos concluido con éxito el diseño de todo el plan de estudios, donde constan, entre otros elementos indispensables, la justificación y fundamentación del plan, las competencias profesionales específicas y complementarias, los ejes transversales, los perfiles real, de entrada y de salida; así como el detalle de la totalidad de actividades académicas del programa, con la descripción minuciosa de sus componentes conceptual, procedimental, actitudinal y los criterios de desempeño necesarios para la evaluación de cada uno.

Se adjuntan los documentos que respaldan las labores efectuadas durante el año, así como las afirmaciones contenidas en este informe.

Ambos especialistas nos sentimos satisfechos por el trabajo realizado durante el 2009, pues la auto capacitación en el tema de las competencias profesionales, unida a las asesorías gestionadas con la UNED, UNA y UCR nos permitieron elaborar un Plan de Estudios completo y muy profesional, para el beneficio de la jurisdicción penal y, principalmente, de los usuarios y usuarias.  Hemos trabajado con entusiasmo, dedicación, mística y responsabilidad para entregar productos de calidad, esperanzados de que todo ello se tradujera en el beneficio institucional y de la ciudadanía en general.  Confiamos que los esfuerzos realizados en el 2009, sean de utilidad para el mejoramiento de la administración de justicia. Lamentamos que el proceso que inició con el diagnóstico en el 2007, se interrumpa el próximo año al no diseñar las actividades académicas directamente vinculadas con la materia penal.  Destacamos el apoyo constante y los esfuerzos realizados por los magistrados Mora Mora y Arroyo Gutiérrez, así como del Fiscal General Dall´Anese Ruiz para la continuidad del trabajo realizado, quienes siempre tuvieron la visión de que el Poder Judicial brindara a los Jueces y Juezas Penales una especialización de calidad y que produjera efectos positivos a nivel nacional.”
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Se acordó: Tomar nota del informe y solicitar al Director de la Escuela Judicial y a su Consejo Directivo, informen a este Consejo las razones por las cuales no se continuará en el 2010 con el programa de capacitación a jueces de la materia penal, para cuya elaboración se concedió  permiso a los máster Ligia Cerdas Solano y Max Antonio Escalante Quirós, por orden, Fiscal de la Primera Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José y Juez 3 del Juzgado Penal del Tercer Circuito Judicial del Tercer Circuito Judicial de San José, durante el 2009.”
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, en oficio n° EJ-DIR-007-10 del 07 de enero del 2010, suscrito los señores y las señoras del Consejo Superior, Poder Judicial, indica lo siguiente:

En relación con el “Informe Anual de Labores del Programa de Especialización para Jueces y Juezas Penales”, presentado a ese honorable Consejo por la señora Ligia Cerdas Solano y el señor Max Escalante Quirós, me permito hacer algunas observaciones, que atentamente les solicito tomar en cuenta al conocer de dicho oficio en el seno del Consejo.

Desde hace algunos años, la Escuela Judicial se dio a la tarea de sistematizar sus planes de estudio, pasando de la simple agrupación de actividades académicas, a la creación de programas sistematizados, tanto para el ingreso a carrera judicial (Programa de Formación Inicial) como para su ascenso (programas de especialización). Dentro de estos programas, se definió iniciar con la materia penal, considerando factores estructurales y coyunturales que hacen necesaria una respuesta institucional pronta y efectiva a los grandes retos que enfrenta esta delicada y relevante área del trabajo judicial.

Para ello, se realizó un exhaustivo trabajo de diagnóstico de necesidades de capacitación, el cual fue dirigido por el señor Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial, con el apoyo de varias personas que a lo largo de varios meses fungieron como especialistas y asesores del proyecto. A raíz de los resultados de dicha investigación, se elaboró una macroprogramación (definición del plan de estudios), la cual fue concluida este año. Actualmente se está en la fase de microprogramación (diseño de cada uno de los cursos que conforman el programa) y para abril de 2010, según aprobó ese Honorable Consejo al conocer del Plan de Capacitación 2010 de la Escuela Judicial, está proyectado el inicio del Programa.

El día 6 de noviembre de 2009, la Comisión de Asuntos Penales nos recibió a don Mateo y a mí. En dicha sesión se acordó unánimemente que la Escuela impartiría el programa completo, en el orden y con la rigurosidad arrojados por el diagnóstico y la macroprogramación respectiva. Se descartó así la posibilidad de ofrecer un programa reducido o segmentado, que es lo que tradicionalmente ha hecho la Escuela Judicial.

Por las razones mencionadas, resulta de gran importancia destacar que la decisión adoptada no pretende debilitar ni mucho menos abandonar el Programa de Especialización en Penal, como erróneamente se podría colegir de las apreciaciones de los autores del informe de cita. Muy por el contrario, el camino que se ha seguido hasta el momento tiene como objetivo que la Escuela contribuya en forma decisiva al mejoramiento de la Justicia Penal, a través de un programa completo y sistemático, y no de medidas paliativas de efecto efímero.

Si para 2010 no vamos a contar con la participación de la señora Cerdas y del señor Escalante en el equipo de trabajo encargado del programa ello se debe a varias razones. La principal, que ya han dado un muy valioso aporte (en el caso de la licenciada Cerdas, durante varios años) a la Escuela. Se necesita ahora trabajar en el diseño de los módulos que se ofrecerán a partir de 2011 como parte del programa. Para ello, no se estimó necesario contar con ningún especialista de planta durante el primer semestre, sino trabajar con tiempos ampliados, en el diseño por parte de especialistas ubicados en sus puestos regulares de trabajo. Comprendemos que este es un año especial en materia de presupuesto, por lo que hemos asumido una actitud responsable y moderada en el manejo de los fondos públicos que nos corresponde custodiar.

En todo caso, la llegada de nuevos especialistas no debilitará este proceso, pues el equipo anterior, pese a la innegable calidad de su trabajo, acusó una lentitud no acorde con la realidad financiera de la institución, así como con las necesidades que llevaron a la concepción del programa. Se requirió reestructurar el equipo de trabajo, buscando una mayor efectividad en la labor realizada, así como una visión más estable y compatible con la obligación de dar respuestas idóneas y prontas a los retos de la Justicia Penal. Por lo demás, no es admisible que un programa tan complejo sea asumido por dos especialistas, pese a que en la institución contamos con tantas personas altamente calificadas en diversos ámbitos del conocimiento. Debe sin duda, prevalecer el interés institucional al personal.

Les reitero el compromiso que hemos asumido ante el Consejo Directivo, ante la Presidencia de la Corte, la Comisión de Asuntos Penal y ante el propio Consejo Superior, de generar un producto de calidad y utilidad en esta importante materia, así como de hacerlo en los tiempos acordados. 

Quedo a su disposición para aclararles cualesquiera dudas que tangan en relación con este caso y con los programas que desarrolla la Escuela Judicial.
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, manifestó que desde el siete enero del año en curso, presentó una nota al Consejo Superior aclarando que la Escuela Judicial nunca ha siquiera considerado la posibilidad de retrasar y mucho menos suspender el Programa de Actualización en Materia Penal, que esa es una conclusión a la que llego el Consejo Superior a partir del informe presentado por señora Ligia Cerdas Solano y el señor Max Antonio Escalante Quirós. De hecho, como se puede constatar en el Plan de Capacitación 2010 de la Escuela Judicial, los primeros cursos correspondientes a dicho programa están establecidos para iniciar en el primer semestre.  Este Plan fue negociado con la Comisión de Asuntos Penales, aprobado por el Consejo Directivo de la Escuela y  avalado por el propio Consejo Superior mediante la sesión Nº 109-09, celebrada el 03 de diciembre del 2009, Artículo XLV.
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SE ACUERDA: Que en atención al  acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 03-10, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial avala oficio n° EJ-DIR-007-10 del 07 de enero del 2010, suscrito por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  a los señores y las señoras del Consejo Superior en el cual se explica claramente que la Escuela Judicial ejecutará durante 2010 el Programa de Especialiación en Materia Penal según se acordó en su opornidad. Comuníquese al Consejo Superior. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IV

La Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Directora General Defensa Pública, en oficio n° N°208- DPUC-2010 del 11 de febrero de 2010, suscrito al Consejo Directivo, indica lo siguiente:

Reciban un cordial saludo. En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en el que se aprobaron los Planes de Capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial
 y tomando en consideración lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión n° 01-2010 del 20 de enero del 2010, es necesario hacer las siguientes anotaciones desde la Dirección y la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública.

El procedimiento a través del cual la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública construye el Plan de Capacitación es ampliamente participativo porque involucra a todas las oficinas del país por medio de un diagnóstico de necesidades de capacitación que se actualiza cada año y que toma en cuenta las diversas materias en las que la institución ofrece sus servicios y los intereses de cada persona que labora para la Defensa Pública, lo cual redunda en un claro beneficio para el servicio público. Nuestro principal objetivo es brindar un servicio público excelente.

Recordemos que nuestra institución asume nuevos retos de capacitación al ingresar las nuevas materias que nos son asignadas por ley.

En relación con las diversas materias que asume la Defensa Pública es oportuno expresar que estas convierten a la institución en una de las más pluralistas del Poder Judicial, ya que no solo se trata la materia penal (penal adultos, flagrancia y penalización de la violencia contra las mujeres o la penal juvenil), sino que además se brindan servicios en pensiones alimentarias, Ley de Tránsito, régimen disciplinario, ejecución de la pena y agrario. Esta circunstancia necesariamente obliga a la Dirección y a la Unidad de Capacitación a especializar y a regionalizar las actividades de formación, máxime cuando la aprobación constante de nuevas leyes exige respuestas de instrucción inmediata.

Una vez obtenidos los resultados del diagnóstico de necesidades de capacitación, estos son analizados detenidamente por la Unidad de Capacitación, la cual en aras de satisfacer los intereses de los funcionarios  funcionarias de la institución puntualiza los ejes temáticos más importantes y los transversaliza para que la población meta alcance una capacitación integral, no solo técnica sino también humana.

Justamente en cuanto a la humanización del servicio, la Dirección y la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública han puesto como principal objetivo,  la necesidad de incluir actividades de sensibilización dentro del Plan de Capacitación, como es el Programa Continuo de Mejora Cultural, programa sostenible en el tiempo a través de los ciclos de actividades, talleres, cursos, charlas, para lograr un verdadero cambio de cultura. Este programa pretende a mediano y largo plazo,  formar capacitadores y capacitadotas en el tema, para que reproduzca en el resto del personal la misma sensibilización, con la intención de eliminar toda forma de discriminación en general, para brindar un servicio público humanizado.  

Precisamente en relación con la capacitación integral (técnica y humana) a la que se hizo mención en los párrafos precedentes debe señalarse que la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública junto con la Dirección, han realizado ingentes esfuerzos para sensibilizar a toda la población de la institución, ya que el servicio público que se brinda así lo exige. En este orden de cosas no es extraño que ya durante varios años se hayan incluido capacitaciones en materia de género, de accesibilidad y de valores dentro del Plan correspondiente, así como se han utilizado ejes temáticos relacionados con los grupos poblacionales sometidos a condiciones de vulnerabilidad.

No debe pasarse por alto que para desarrollar una adecuada sensibilización en cada persona funcionaria de la Defensa Pública, la Unidad de Capacitación ha presupuestado la contratación de la empresa El Camino Asesores. El objetivo de la ya aludida contratación es darle seguimiento al proceso continuo de mejora cultural  que inició en el año 2009 y que se extenderá por todo el 2010 y probablemente el 2011 también. Este proceso de mejora cultural continua incluye temas tan relevantes como por ejemplo la determinación, carácter, tolerancia y seguridad, entre otros.

En lo que atañe a la implementación de los medios tecnológicos para extender las posibilidades de capacitación de los y las funcionarias de la Defensa Pública debe apuntarse que la videoconferencia ha sido sumamente útil y exitosa (incluso se recibió una mención honorífica en el concurso de Buenas Prácticas del Poder Judicial), pero este es un medio que no puede generalizarse porque hay temas que exigen otro tipo de modalidad metodológica. 

La modalidad de capacitación por videoconferencia efectuada por la Defensa Pública ha sido tan exitosa que le ha ahorrado mucho dinero al Poder Judicial (por ejemplo ya no se requiere el pago de viáticos o traslados y solo en el año 2009 se ahorraron ¢16.502.782) y ha permitido colaborar con el desarrollo educativo de otros despachos, siendo una muestra de ello la actividad de capacitación relativa a la Ley de Notificaciones, en la que participaron personas pertenecientes a la judicatura y al Ministerio Público.  

Otro punto que debe tratarse es el que concierne a las evaluaciones de las capacitaciones brindadas. Ha sido parte integrante del trabajo de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública la búsqueda incesante de la excelencia en el servicio que se presta y eso sería imposible si no se hicieran las respectivas valoraciones, de modo que una vez finalizada cada actividad de capacitación se procede a evaluarla y a medir el impacto (positivo y negativo) que pudo tener en la población meta. Con base en estas valoraciones es que procede la unidad a realizar los ajustes y modificaciones correspondientes en el programa de capacitación o bien sirve de insumo para el diseño de nuevos programas de capacitación. 

En concordancia con lo expuesto en las líneas superiores debe recalcarse que la idea de la aplicación de diagnósticos de necesidades capacitación y de evaluaciones constantes es especificar los posibles puntos débiles para tratar de solventar cualquier falencia.

Las evaluaciones se llevan a cabo a partir de un instrumento que se actualiza constantemente y que mide el impacto que la capacitación imprimió en la población meta, pero también permite revisar los aspectos en los que se debe mejorar, aunado a que facilita la calificación de los y las docentes lo cual permite considerarles, o no, como susceptibles de ser tomados en cuenta para nuevas actividades.  

El proceso de evaluación lógicamente conlleva un seguimiento para determinar los frutos que de las capacitaciones se derivan en torno al mejoramiento continuo del servicio público y ésta es una labor que a lo interno de la Defensa Pública se ejecuta por medio de las giras que llevan a cabo tanto la Directora, como los y las Supervisoras de la institución. Debe indicarse además que desde la Coordinación de la Unidad de Capacitación se han realizado estas giras, igualmente esta coordinadora ha  participado en otras  giras programadas por  algunas comisiones  como son de Violencia Doméstica y Género que funcionan dentro del Poder Judicial y ello ha permitido un abordaje completo del proceso evaluativo.

Si bien es cierto que la Dirección y la Supervisión de la Defensa Pública, así como la Coordinación de la Unidad de Capacitación llevan a cabo un muy eficiente trabajo, podría anotarse como una limitación para el perfeccionamiento del sistema de evaluación que se maneja, el escaso personal con el que cuenta la Unidad, ya que ello limita ostensiblemente las posibilidades de movimiento y de control en todas las oficinas del país.

Un detalle muy particular de la Defensa Pública es que debido a las distintas materias con las que trabaja, las evaluaciones y seguimiento no pueden ser realizadas  por entes externos a la institución, sino el interés es contar con una plaza especializada en esta materia, debido a los intereses institucionales que tenemos, a diferencia del Ministerio Público o el Organismo de Investigación Judicial que tienen intereses comunes y uniformes). En este sentido entiéndase por ejemplo que los criterios de medición en materia penal o en materia de pensiones alimentarias son radicalmente opuestos, de ahí que no sea factible clasificar dentro de los mismos márgenes a todas las capacitaciones ofrecidas por la Defensa Pública. Hay que tomar en cuenta que nuestra labor es muy particular y el perfil del evaluador debe tener los conocimientos y  valores institucionales para que realice las valoraciones que pretendemos. Ejemplo, conocer de las estrategias de defensa para poder determinar el impacto pretendido en los procesos de capacitación, de conformidad con la naturaleza propia y es pecífica de nuestra labor.  

La Defensa Pública es una institución que no ha dejado nada al azar, por el contrario, ha implementado una serie de estándares de calidad muy altos no solo en relación con la capacitación sino también con la selección y el reclutamiento de personal, por ello es que se han consolidado los criterios de ingreso (entrevista de perfil, entrevista técnica y exámenes) y los cursos de nivelación, los de formación inicial y los de formación continua. Por ejemplo solo en el programa de Selección se dura aproximadamente 6 meses y el de formación Inicial un año;  esto nos lleva a concluir de la excelencia de los profesionales que se gradúan en estos programas; para que posteriormente se le siga brindando capacitación especializada  y continua de conformidad con la materia que laboran.  

Igualmente, la Defensa Pública tiene muy en cuenta la política de austeridad del Poder Judicial y en virtud de ello es que se concentraron todas las actividades de capacitación de los primeros tres meses del año 2010 en las jornadas académicas conmemorativas del 40 aniversario de la institución.  

Por último, tanto la Dirección como la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública consideran fehacientemente que no resulta oportuna la suspensión de las actividades de formación mientras se realiza un proceso de evaluación general porque una cosa no excluye la otra, y porque tal circunstancia únicamente provocaría la estatización de los conocimientos y   provocaría un deterioro en la calidad del servicio público que se ofrece. Compartimos el criterio de don Alfredo Yones en el sentido de que toda organización debe tener un proceso de capacitación en pro de los intereses institucionales.

La Defensa Pública y específicamente la Dirección y la Unidad de Capacitación han tratado de cuidar todos los detalles pertinentes para brindar un servicio de alta calidad para los y las trabajadoras de la institución, de manera que existe plena consciencia de que la participación y el pluralismo, la evaluación, la sensibilización y la utilización de medios tecnológicos son temas que no pueden descuidarse, sino que por el contrario deben fortalecerse y desarrollarse con vigor.

Por todo lo antes expuesto manifestamos que hemos cumplido a cabalidad con todo lo indicado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior.

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota y comunicar al Consejo Superior para su conocimiento.

-0-

Se levanta la sesión a las doce horas y diez minutos.

Mag. Oscar Edo. González Camacho                              Dr. Marvin Carvajal Pérez

           PRESIDENTE  A.I.                                               DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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�	 Acuerdo tomado en sesión n° 109-2009, del 3 de diciembre del 2009.






